
Extracto de la sentencia del Juzgado de lo Contencioso 

Administrativo de Pontevedra núm. 3, núm. 58/2020, del 4 de 

marzo, dictada en el procedimiento abreviado núm. 144/2019 

 

Sobre esta cuestión es bien conocida la jurisprudencia constante, de la que son dos buenos 
ejemplos las Ss TS de 06.05.2015 (Rec 3438/2012) y 13.05.2019 (rec 2415/2016) que siguen 
idéntica línea: el tiempo que duren las actuaciones previas a la incoación del 
procedimiento administrativo no computa en el tiempo que la Administración tiene para 
resolver y notificar dicha resolución y, por lo tanto, no puede incluirse dentro del plazo 
de caducidad; a salvo que se demuestre que la Administración ha ampliado 
“artificiosamente” ese tiempo, lo que se puede demostrar si ha dilatado en demasía ese 
trámite sin realizar actuaciones destinadas a investigar los hechos.  
 
También en STS de 03.07.2014 (rec 441/2012), en tiempos de vigencia de la antigua 
LRJPAC-92, concluía la Sala 3ª que “tales actuaciones de investigación se realizan a fin de 
determinar, con carácter preliminar, si concurren circunstancias que justifiquen la 
iniciación del procedimiento de restablecimiento de la legalidad y no cabe reprochar a la 
Administración actuante que antes de iniciar el procedimiento sancionador realice unas 
actuaciones previas a fin de recabar los datos que luego habrán de figurar en el acuerdo 
de incoación”; de manera que “.. una vez realizadas esas actuaciones previas, el tiempo 
que tarde la Administración en acordar la incoación del procedimiento … podrá tener las 
consecuencias que procedan en cuanto al cómputo de la prescripción (extinción del 
derecho); pero no puede ser tomado en consideración a efectos de la caducidad, pues esta 
figura lo que pretende es asegurar que una vez iniciado el procedimiento la 
Administración no sobrepase el plazo de que dispone para resolver".  
 
Cierto es que en su última sentencia, de 13.05.2019 (rec 2415/2016) la Sala 3ª hace una 
puntualización al respecto cuando señala lo que sigue: "...esta Sala tiene declarado que ese 
periodo anterior al acuerdo de iniciación <<... ha de ser forzosamente breve y no encubrir 
una forma artificiosa de realizar actos de instrucción y enmascarar y reducir la duración del 
propio expediente posterior>> (sentencia de 6 de mayo de 2015, recurso de casación 
3438/2012 , F.J. 2º)".  
 
Por ello hay que tener en cuenta que, pese a que, con carácter general, el plazo del periodo 

de actuaciones previas no entre dentro del cómputo del plazo máximo para resolver y 

notificar la resolución que tiene la Administración dentro de los procedimientos 

sancionadores y de gravamen para que no se produzca la caducidad de dichos 

procedimientos, habrá que tener mucho cuidado con aquellos períodos de actuaciones 

previas demasiado largos o que supongan un fraude de ley puesto que en esos casos el 

Tribunal Supremo apunta que sí se podrá tener en cuenta el mismo para la caducidad. 

 

 

 

 


